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CONFIRMA PARCIALMENTE

A N° 026 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRUEBAS / PERTINENCIA / CONSISTE EN LA RELACIÓN QUE DEBE EXISTIR ENTRE LO QUE SE PRETENDE PROBAR Y EL ASUNTO DEBATIDO EN EL PROCESO / CÁMARAS DE VIGILANCIA DE LA POLICÍA NACIONAL / SUS REGISTROS SON DOCUMENTOS PÚBLICOS Y, POR LO TANTO, SE PRESUMEN AUTÉNTICOS / 
… la pertinencia hace referencia a que la prueba debe estar relacionada con las proposiciones o hechos que se buscan demostrar en el proceso, es decir, una relación directa entre lo que se pretende demostrar y el tema del proceso. 

Pues bien, a los señores AAS y JNSM les imputaron los cargos de homicidio agravado en concurso con porte ilegal de armas de fuego; por tanto, para que la Fiscalía pueda probar la última de las conductas punibles es necesario que se cuente con información del salvo conducto para el porte de armas. Sobre el particular la CJS en decisión de abril 25 de 2012, radicado 35542, señaló:

“[…] 2.2. La Sala, en reciente providencia del sistema acusatorio (que, dadas sus repercusiones sustanciales, también tiene aplicación para la Ley 600 de 2000), sostuvo que el ingrediente del tipo objetivo “sin permiso de autoridad competente”, contemplado en el artículo 365 del Código Penal, tiene que probarse con medios de conocimiento distintos a los relacionados con la simple posesión, tenencia o porte del arma de fuego o de la munición…”. (…)
Así las cosas, con la exposición que hizo el señor fiscal acerca de la solicitud que presentó al Batallón San Mateo para que certifique si los acusados contaban con permiso o no para portar o tener armas de fuego, se hace totalmente evidente la pertinencia del documento requerido, como quiera que busca demostrar la materialidad del punible de porte ilegal de arma de fuego…

… le asiste razón al señor juez de primera instancia en decretar como pruebas los videos fílmicos de las cámaras de seguridad de la central de operaciones de la Policía Nacional, toda vez que ante ese tipo de grabaciones no se puede exigir a la Fiscalía acudir ante el juez de garantías para solicitar el control previo de la orden a Policía Judicial para obtener dichas filmaciones, ni menos aún haber acudido a un control posterior para legalizar el resultado de la información que entregó el investigador, y ello es así porque los registros de dichas cámaras de vigilancia se entienden como documentos públicos y por tanto se presumen auténticos. Al respecto la Sala Penal de la CSJ en decisión de febrero 21 de 2007, radicado 25920, expresó:
“(…) Los videos obtenidos con las cámaras que la Policía Nacional o los órganos de inspección, vigilancia y control colocan en sitios estratégicos son documentos públicos, que se presumen auténticos; y su debido aporte en calidad de prueba se satisface con la cadena de custodia y la acreditación”. (…)
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    Pereira, treinta (30) de abril de dos mil diecinueve (2019)
  ACTA DE APROBACIÓN No 403
  SEGUNDA INSTANCIA
	Fecha y hora de lectura: 
	Mayo 02 de 2019. 9:08 a.m.

	Imputado: 
	AAS y JNSM.

	Cédula de ciudadanía:
	9.923.865 de Risaralda (Cald.) y 1.088.011.688 de Dosquebradas (Rda.), respectivamente.

	Delito:
	Homicidio agravado y porte ilegal de armas 

	Víctima:
	Magnolia Castrillón Herrera 

	Procedencia:
	Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía y la defensa contra el auto proferido en marzo 06 de 2019, por medio del cual se negó la admisión de unas pruebas y se decretaron las que se pidieron fueran excluidas.  SE CONFIRMA PARCIALMENTE.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En el escrito de acusación de fecha diciembre 05 de 2018 se dejó consignado lo siguiente:

“El día 17 de octubre de 2018 a las 21:25 horas, reporta la central de radio de la Policía Nacional, el ingreso de una persona de sexo femenino al hospital San Joaquín de Cuba, quien fallece en el centro asistencial a causa de varios impactos con arma de fuego en hechos ocurridos en la vía pública del barrio La Villa de esta ciudad, al tomar contacto con los primeros respondientes, informan que fueron reportados por la central de radio informando acerca de unas detonaciones al parecer por arma de fuego en el sector del barrio La Villa, los patrulleros proceden a realizar patrullaje por el lugar antes mencionado y en la parte trasera de las canchas de tenis ubicadas en este barrio en un lugar desolado y sobre la zona verde hallaron a una persona de sexo femenino, quien presentaba varias heridas al parecer por arma de fuego, le prestaron los primeros auxilios y la trasladaron al hospital San Joaquín donde ingresa sin signos vitales.

Las labores de verificación y de investigación realizadas en los actos urgentes se logra establecer contacto con un testigo que al escuchar una detonación desde la terraza de su casa observa los vehículos en los que se movilizaban los agresores, igualmente se logró establecer la presencia de cámaras de seguridad en las que se logró identificar los vehículos y de esta manera una vez identificados el personal del CAD de la Policía Nacional realiza un monitoreo por medio de las cámaras logrando la ubicación de un vehículo Spark GT color oscuro que momentos antes ingresa al lugar de los hechos, posteriormente salen del lugar dos motocicletas de bajo cilindraje color negro seguidas del Spark GT.

Posteriormente y con la identificación de los vehículos, de las rutas tomadas por estos y de identificar las vestimentas de sus ocupantes, se realizan labores de investigación y verificación, consiste en entrevista, verificaciones de cámaras de seguridad, solicitudes a entidades públicas y privadas y demás actuaciones investigativas pertinentes, así como entrevista a familiares de la víctima, se logra identificar como coautores de los hechos a los señores AAS y JNSM”.

1.2.- Adelantadas las investigaciones respectivas, la Fiscalía procedió a solicitar la aprehensión de los procesados AAS y JNSM, y una vez se hicieron efectivas se llevó a cabo ante el Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (noviembre 09 de 2018) las audiencias preliminares de control de legalidad de captura y formulación de imputación en la que se les endilgó a ambos los tipos penales de homicidio -art. 103 C.P.- con circunstancia de agravación punitiva -art. 104 numeral 4 C.P.-, en concurso con fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones -art. 365 numeral 5 C.P.-, frente a los cuales los indiciados guardaron silencio.
1.3.- Ante esa no aceptación unilateral ni bilateral de cargos, la Fiscalía radicó escrito de acusación cuyo conocimiento recayó en el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira, despacho ante el cual se llevaron a cabo las audiencias de formulación de acusación (enero 23 de 2019) y preparatoria (marzo 06 de 2019), acto éste último en el cual se dio lugar al descubrimiento de las pruebas tanto de la Fiscalía como de la defensa, y las partes se pronunciaron en pro de ser admitidas en el acto de juicio oral. 

El defensor de AAS solicitó la exclusión de las siguientes pruebas requeridas por el ente acusador: (i) informe de investigador de campo de fecha noviembre 06 de 2018 suscrito por el sub intendente JULIÁN ANDRÉS GONZÁLEZ y el patrullero JHON FABER AMAYA VILLA; (ii) informe de investigador de campo de fecha octubre 23 de 2018 suscrito por el sub intendente JULIÁN ANDRÉS GONZÁLEZ y el patrullero JHON FABER AMAYA –labores de verificación y recolección de EMP y EF-; (iii) oficio 058628 29.25 suscrito por el intendente FRANKS MARLON PIEDRAHITA VALENCIA con 8 DVDs; (iv) oficio 0600162 suscrito por el intendente FRANKS MARLON PIEDRAHITA VALENCIA con CDs anexos; y (v) oficio 060905 suscrito por el intendente FRANKS MARLON PIEDRAHITA VALENCIA.
Señaló que se trata de pruebas obtenidas de manera ilegal por cuanto no se respetó el derecho a la intimidad de su prohijado, como quiera que dichos EMP no fueron sometidos al control previo y posterior ante el Juez de Control de Garantías. Aseveró que era una carga procesal de la Fiscalía solicitar el respectivo control de legalidad, toda vez que los videos a los que accedió fueron extraídos de la base de datos de la central de operaciones de la Policía Nacional. 
1.4.- El juez de la causa decretó las pruebas solicitadas por la Fiscalía con excepción de: (i) petición ante el Batallón San Mateo para que certifique si los acusados tienen autorización o no para el porte o tenencia de armas de fuego; y (ii) un CD al cual hace referencia el oficio 225560, que contiene información de las empresa de telefonía Tigo y Claro acerca de dos abonados telefónicos.
Para negar la práctica de las referidas pruebas el a quo argumentó que no se puede hablar de pertinencia, conducencia y/o utilidad de un certificado que no se conoce y no ha sido expedido por la autoridad competente. La Fiscalía solo cuenta con una solicitud para que se certifique si los acusados tienen autorización o no para tenencia o porte de armas de fuego.
En cuanto al CD que no le fue suministrado a la defensa, se debe tener en cuenta que la norma habla de tres días para el descubrimiento, y es en ese tiempo en que se deben dejar a disposición los EMP; de no cumplirse ese término, no existe el espacio procesal para que el defensor pueda controvertir el contenido del referido CD. 

El fiscal interpuso el recurso de apelación contra la decisión de no decretarse dos pruebas: el certificado de las Fuerzas Militares, y el CD con información de empresas de telefonía. Por su parte, el defensor presentó recurso de reposición y apelación frente a las pruebas que fueron decretadas a favor del ente acusador y de las cuales solicitó exclusión por ilegalidad.  
2.- Debate

2.1.- El fiscal -recurrente- 
En cuanto a la certificación del Batallón San Mateo para que informe si los acusados cuentan con permiso para portar armas de fuego, señaló que los trámites ante las entidades puede ser engorrosa y demorada, y esa situación en ningún momento se puede considerar como un sorprendimiento para la defensa. Una vez obtenga certificación por parte del Comercio de Armas del Ministerio de Defensa se dará traslado a la defensa; es decir,  antes de que se dé iniciación a la audiencia de juicio oral. El documento no requiere de mayor controversia, simplemente es una certificación que va a decir si lo señores contaban o no con autorización para portar armas de fuego. 

Del CD que por error no fue suministrado a la defensa, no solo se hace referencia en el oficio 225560, sino que también está condensado en el informe de investigador de campo suscrito por JULIÁN ANDRÉS GONZÁLEZ AGUIRRE y JHON FABER AMAYA VILLA, en el cual se da cuenta de las labores de análisis de los registros de llamadas entrantes y salientes del teléfono celular 3153821593 utilizado por el señor AAS, por tanto, no se está sorprendiendo al defensor sobre el contenido de dicho CD. Además, si el defensor advirtió que ese CD no había sido entregado no debió esperar hasta la audiencia preparatoria para decir que la Fiscalía no ha cumplido con el descubrimiento, cuando dicho elemento se encuentra en el almacén de evidencias a su disposición.

Solicitó se revoque la decisión y se admitan las dos pruebas documentales. 
2.2.- El Ministerio Público -no recurrente-
Acompaña la apelación del señor fiscal toda vez que el certificado del Ministerio de Defensa no es un documento impertinente; por el contrario, servirá para establecer si efectivamente se configura la conducta punible de porte ilegal de armas de fuego, situación que además potencialmente beneficiaría a los acusados.
En lo que tiene que ver con el CD, no puede discutir el señor defensor el no descubrimiento del mismo, cuando el delegado fiscal hizo mención al elemento en el escrito de acusación, en la audiencia de formulación de acusación, e incluso entregó el informe mediante el cual hace referencia al mismo. Era obligación de la contraparte preguntar por el CD y no guardar silencio y enrostrar posteriormente un supuesto error. 

Solicitó se revoque la decisión.

2.3.- El defensor de JNSM -no recurrente-

Consideró que le asiste razón al juzgado al abstenerse de decretar el resultado de un oficio que no ha llegado. En consecuencia solicitó que se confirmara la decisión de primera instancia, por ese aspecto. 

2.4.- El defensor de AAS -no recurrente-

La norma dice que el descubrimiento se debe realizar dentro de los tres días siguientes a la audiencia de formulación de acusación; sin embargo, el fiscal no cumplió con el término. Así que no existe materialidad acerca de la constancia del Batallón, como quiera que solo fue solicitada, y en esos términos se debe confirme la decisión de no decretar dicha prueba. 

2.5.- El juez concedió el recurso de apelación del Fiscal en el efecto suspensivo.

2.6.- El defensor de AAS –recurrente-
Los videos extraídos de las terminales y cámaras de seguridad de la Policía Nacional, y que fueron analizados por los investigadores de campo JULIÁN ANDRÉS GONZÁLEZ y JHON FABER AMAYA VILLA –según informe de fecha noviembre 06 de 2018-, debieron someterse al control previo y posterior ante el Juez de Control de Garantías en aplicación del artículo 236 C.P.P. 

Requirió se revoque la decisión del juez a quo y en su lugar se excluyan los siguientes elementos: (i) informe de investigador de campo de fecha noviembre 06 de 2018; (ii) informe de investigador de campo de fecha octubre 23 de 2018 suscrito por el sub intendente JULIÁN ANDRÉS GONZÁLEZ y el patrullero JHON FABER AMAYA; (iii) oficio 058628 29.25 suscrito por el intendente FRANKS MARLON PIEDRAHITA VALENCIA con 8 DVDs; (iv) oficio 0600162 suscrito por el intendente FRANKS MARLON PIEDRAHITA VALENCIA con CDs anexos; y (v) oficio 060905 suscrito por el intendente FRANKS MARLON PIEDRAHITA VALENCIA.

2.7.- El defensor de JNSM -no recurrente-
Coadyuvó la petición del defensor de AAS.

2.8.- El fiscal -no recurrente-
Solicitó se confirme la decisión que decretó como pruebas los videos de las cámaras de seguridad del Centro Automático de Despacho -CAD- de la Policía Nacional.
No existe violación a la intimidad por cuanto la Policía Nacional cumple función de vigilancia y debe velar por la integridad y protección de los bienes de todos los habitantes del territorio nacional, por esa razón la Policía debe acudir a los diferentes mecanismos para establecer un control a la ciudadanía. 

Los agentes oficiales con el fin de identificar los vehículos involucrados en el hecho, procedieron inmediatamente a acudir a los registros fílmicos y fotográficos del CAD de la Policía Nacional, por tanto, no hay una expectativa razonable a la intimidad.

2.9.- El Ministerio Público -no recurrente-
Ante la petición de la defensa solo se puede resolver el recurso de reposición, toda vez que la Corte Suprema de Justicia en auto de julio 27 de 2016 con radicación No 47469 señaló que contra el auto que decreta las pruebas no procede el recurso de apelación.
2.10.- El juez no repuso la decisión, y señaló que procede el recurso de apelación por cuanto el defensor solicitó exclusión de las pruebas.

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía y la defensa-.
3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a establecer el grado de acierto de la decisión proferida en primera instancia, en cuanto negó a la Fiscalía la práctica de dos pruebas documentales; y se abstuvo de decretar la exclusión pedida por la defensa de los videos de las cámaras de seguridad del CAD de la Policía Nacional como pruebas de la Fiscalía General de la Nación.
3.3.- Solución a la controversia
Para la definición del caso concreto la Sala abordará lo que en derecho corresponde en el siguiente orden: (i) en primer término se analizará la necesidad de admitir la certificación que expida el Batallón San Mateo respecto al permiso de porte o tenencia de armas de fuego por parte de los acusados; (ii) si es admisible el CD contentivo de la información obtenida de las empresas de telecomunicaciones Claro y Tigo relacionada con dos abonados telefónicos, como quiera que no fue entregado a la defensa en el término de ley; y (iii) si se pueden excluir los videos de las cámaras de seguridad de la Policía Nacional que fueron obtenidos por la Fiscalía a través de sus investigadores JULIÁN ANDRÉS GONZÁLEZ y JHON FABER AMAYA VILLA.

(i) Certificación permiso para porte y/o tenencia de armas de fuego  

El a quo negó la práctica de dicha prueba con el argumento según el cual no se puede definir la pertinencia, conducencia y utilidad de un “certificado que aún no ha expedido la autoridad competente”, y que el elemento con el que cuenta la Fiscalía es la “simple solicitud de esa información”.

El fiscal sostuvo que el documento no llegó en tiempo oportuno pero una vez lo reciba correrá traslado del mismo al señor defensor. Por su parte el defensor replicó que no se podía materializar un documento que no existía.

A ese respecto se tiene que la pertinencia hace referencia a que la prueba debe estar relacionada con las proposiciones o hechos que se buscan demostrar en el proceso, es decir, una relación directa entre lo que se pretende demostrar y el tema del proceso. 

Pues bien, a los señores AAS y JNSM les imputaron los cargos de homicidio agravado en concurso con porte ilegal de armas de fuego; por tanto, para que la Fiscalía pueda probar la última de las conductas punibles es necesario que se cuente con información del salvo conducto para el porte de armas. Sobre el particular la CJS en decisión de abril 25 de 2012, radicado 35542, señaló:

“[…] 2.2. La Sala, en reciente providencia del sistema acusatorio
 (que, dadas sus repercusiones sustanciales, también tiene aplicación para la Ley 600 de 2000), sostuvo que el ingrediente del tipo objetivo “sin permiso de autoridad competente”, contemplado en el artículo 365 del Código Penal, tiene que probarse con medios de conocimiento distintos a los relacionados con la simple posesión, tenencia o porte del arma de fuego o de la munición. Lo anterior, por lo siguiente:

Dicho elemento tiene un indiscutible componente descriptivo, en el sentido de que alude a una situación fáctica según la cual el agente debe realizar la acción sin contar con autorización o salvoconducto legal. 

(ii) La Fiscalía tiene la carga procesal de sustentar tal ingrediente típico con medios probatorios. 

(iii) Por lo tanto, no es posible ‘presumir’ la configuración de dicho enunciado sin que haya prueba de la cual pueda predicarse su existencia. Y (iv) tampoco podrá extraerse argumentativamente, ni siquiera con base en máximas de la experiencia“.

En similares términos se pronunció esa misma Alta Corporación en decisión de noviembre 07 de 2012, radicado 36578, obsérvese: 

“[…] Esta Corporación ya se pronunció en dos oportunidades sobre esta temática
: En un primer evento, con ocasión a la insistencia oficiosa promovida por uno de los Magistrados integrantes de la Sala que no había participado en la decisión de inadmisión de la demanda de casación quien consideró, entre otros aspectos y en relación con la condena por los delitos de porte ilegal de armas, que no es viable mantener su vigencia, cuando se soslaye acreditar la materialidad del punible y la motivación de condena, sea insuficiente en su soporte.
En el segundo, atendiendo también a la motivación legal de los fallos, la Corte precisó
, que el punible de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego y municiones descrito en el artículo 365 del Código Penal
, contiene en el supuesto de hecho descrito por el legislador, un  ingrediente objetivo del tipo -sin permiso de autoridad competente-, consistente en la carencia del sujeto activo del comportamiento de la licencia o autorización administrativa para portarlas, elemento que judicialmente y para impartir condena debe estar debidamente acreditado.

Del mismo modo, que su demostración no es suficiente con elementos de persuasión relacionados con la mera posesión, tenencia o porte del arma de fuego o de la munición, sino que para ello es necesario partir de datos o hechos de naturaleza objetiva, emanados de los medios conocimiento recaudados durante la audiencia del juicio oral, incluso, estipulación de las partes en ese sentido, que permita concluir de manera razonable y fundada que la posesión o tenencia del arma o munición adolece de amparo jurídico.

           […]

Agrega la Corte, que en el evento en que no se cuente con la circunstancia como fundamento fáctico para declarar la ocurrencia del ingrediente objetivo del tipo –sin permiso de autoridad competente-, ésta no se puede presumir argumentativamente, porque se desconocería el mandato legal por el cual se impone la carga de la prueba en el órgano de persecución penal; y en donde se pretenda superar esta exigencia mediante la proposición de una máxima empírica sin soporte probatorio para el enunciado fáctico esencia de acreditación, se incurre en la transgresión de la presunción de inocencia, si por ese camino se declara demostrada un elemento relevante para la configuración del hecho punible”. 

Así las cosas, con la exposición que hizo el señor fiscal acerca de la solicitud que presentó al Batallón San Mateo para que certifique si los acusados contaban con permiso o no para portar o tener armas de fuego, se hace totalmente evidente la pertinencia del documento requerido, como quiera que busca demostrar la materialidad del punible de porte ilegal de arma de fuego; y, sin duda alguna, lo pedido a la autoridad está en consonancia con el artículo 375 C.P.P. que señala: “El elemento material probatorio, la evidencia física y el medio de prueba deberán referirse, directa o indirectamente, a los hechos o circunstancias relativos a la comisión de la conducta delictiva y sus consecuencias, […]”. 
El hecho de que Fiscalía no haya podido contado con el documento para la audiencia preparatoria, no implica su inadmisión, toda vez que el delegado advirtió que antes de la audiencia de juicio oral, y una vez obtenida la respuesta, le correría traslado del mismo a los señores defensores. Y si bien no se trata de un “informe pericial”, de todas formas se conoce cuál es el fin último de esa certificación y qué se pretende demostrar con ella.

Por tanto, se revocará la decisión del juez a quo que negó como prueba el certificado que expida la autoridad competente sobre el permiso de los acusados para portar o tener armas de fuego, y en su lugar se decretará la misma para que sea incorporada al juicio.
(ii) CD contentivo de información de empresa de telecomunicaciones.
El juez de primer nivel no decretó como prueba el CD que contiene información sobre dos abonados telefónicos, por considerar que el elemento no fue suministrado al defensor dentro del término que fija la ley; es decir, dentro de los tres días siguientes a la terminación de la audiencia de formulación de acusación, y que violar dicha norma implicaría reducirle a la defensa el término para poder controvertir la prueba. 

El fiscal manifestó que la defensa igualmente tiene una carga y pudo haber advertido esa situación antes de la audiencia preparatoria. El defensor replicó que el ente acusador debe acatar los términos fijados por la ley. 

Tal como lo advirtió el delegado del ente acusador, en efecto se cuenta con un CD que contiene las pesquisas de las llamadas entrantes y salientes de dos abonados telefónicos, y sobre el mismo se hace mención en el informe del investigador de campo de noviembre 07 de 2018 suscrito por JULIÁN ANDRÉS GONZÁLEZ, mismo que le fue descubierto de manera oportuna a los defensores y por ello cuentan con la información respecto al contenido del CD, por tanto, no se está sorprendiendo a la defensa con dicho elemento.

Es claro por tanto, que si según palabras del apoderado de acusado AAS el referido CD “no le había sido suministrado” antes de la audiencia preparatoria, bien pudo acudir a la Fiscalía y reclamar el mismo; sin embargo, el profesional del derecho esperó a que llegara la audiencia para discutir acerca de un supuesto no descubrimiento, cuando es sabido que su descubrimiento se encuentra garantizado, y así se afirma por lo siguiente:
Acerca de lo que se debe entender por “suministrar a la contraparte la evidencia que se posee”, el órgano de cierre en materia penal sostuvo: 

“[…] no es obligatorio para el Juez ordenar la exhibición, en la audiencia preparatoria, de los elementos materiales probatorios y la evidencia física; pues corresponde a la parte interesada solicitar al funcionario judicial que ordene a la otra tal exhibición. De ahí que, bajo ciertas circunstancias, un descubrimiento probatorio podría reputarse completo con la enunciación o puesta a disposición real y efectiva de los medios probatorios; pero aún sin la exhibición de las evidencias y los elementos materiales probatorios, bien porque la contraparte ya los conoce, ya cuenta con ellos, o no hace manifiesto algún interés especial”.

Se ha venido destacando la palabra “suministrar” que forma parte de la redacción de los textos constitucional y legal, en el sentido que, en el proceso de descubrimiento, es deber de la Fiscalía suministrar a la defensa todas las evidencias y elementos probatorios de que disponga.

El verbo suministrar no puede entenderse necesaria y únicamente como entregar físicamente, o dar, o poner en las manos del otro todas las evidencias ni todos los elementos materiales probatorios. Tal interpretación a menudo desbordaría los límites de lo razonable, conduciría a extremos indeseados, a complejidades extremas, a malversación de recursos o dilatación del juzgamiento, siendo todos estos resultados hipotéticos incompatibles con los fines constitucionales del proceso penal.

Suministrar, en el Diccionario de la Lengua Española,
 significa “Proveer a alguien de algo que necesita”. Y en el mismo Diccionario, el vocablo proveer tiene varias acepciones; entre ellas, una que se relaciona con el tema que se viene tratando: “Preparar, reunir lo necesario para un fin. Suministrar o facilitar lo necesario o conveniente para un fin”.

En ese orden de ideas, la Fiscalía cumple el deber de suministrar las evidencias y elementos probatorios de varias maneras, entre ellas: 

i) Imprescindiblemente y en todos los casos, “descubriéndolos”, esto es, informando a la defensa, en las oportunidades procesales antedichas, con plena lealtad y con sujeción al principio de objetividad, sobre la existencia, naturaleza y ubicación de todos y cada uno de los elementos probatorios y evidencias; máxime si la Fiscalía va a utilizarlos para sustentar la acusación y si podrían generar efectos favorables para el acusado. 

ii) Entregándolos físicamente cuando ello sea racional y materialmente posible, como con resultados de un informe pericial o policial, la copia de algunos documentos o algunos elementos o muestras de los mismos.

iii) Facilitando a la defensa el acceso real a las evidencias,  elementos y medios probatorios en el lugar donde se encuentren, o dejándolos a su alcance, si fuere el caso, de modo que pueda conocerlos a cabalidad, estudiarlos, obtenerlos en la medida de lo racionalmente posible y derivar sus propias conclusiones, de cara a los fines de la gestión defensiva.

[…]

Similares reflexiones caben cuando el descubrimiento corresponda a la defensa.

[…]

Se colige sin dificultad que no existe un único momento para realizar en forma correcta el descubrimiento; ni existe una sola manera de suministrar a la contraparte las evidencias, elementos y medios probatorios”.

Así las cosas, aquí lo importante, se repite, es que los defensores tengan garantizado el conocimiento de ese material para que puedan ejercer su contradicción en juicio, y en ese aspecto no cabe duda que la Fiscalía ha estado presta a facilitar el CD que se encuentra en el almacén de evidencias, pero lamentablemente la defensa guardó silencio e hizo primar su inactividad para la obtención, y solo hasta la audiencia preparatoria señaló que dicho elemento no fue entregado con el fin de pedir su rechazo con fundamento en una supuesta omisión que le endilga al delegado fiscal.
En ese orden de ideas, se revocará la decisión del juez a quo que negó como prueba el CD contentivo de información suministrada por empresas de telecomunicaciones respecto a dos abonados telefónicos, y en su lugar se decretará su debida incorporación.
(iii) Videos de cámaras de seguridad de la Policía Nacional.

El funcionario de primer grado decretó como pruebas de la Fiscalía el  informe de investigador de campo de fecha noviembre 06 de 2018 suscrito por el sub intendente JULIÁN ANDRÉS GONZÁLEZ y el patrullero JHON FABER AMAYA VILLA, el informe de investigador de campo de fecha octubre 23 de 2018 suscrito por el sub intendente JULIÁN ANDRÉS GONZÁLEZ y el patrullero JHON FABER AMAYA, el oficio 058628 29.25 suscrito por el intendente FRANKS MARLON PIEDRAHITA VALENCIA con 8 DVDs, el oficio 0600162 suscrito por el intendente FRANKS MARLON PIEDRAHITA VALENCIA con CDs anexos, y el oficio 060905 suscrito por el intendente FRANKS MARLON PIEDRAHITA VALENCIA, y consideró que los videos fílmicos a los cuales se hace referencia en los informes de los investigadores, no eran susceptibles del control de legalidad ante el juez de garantías por cuanto son videos públicos y no violan el derecho a la intimidad. 

El señor defensor de AAS interpuso el recurso de apelación como quiera que las anteriores pruebas no fueron excluidas, cuando en realidad son violatorias del derecho a la intimidad toda vez que los videos de las cámaras de seguridad no se sometieron al control previo y posterior ante el juez de control de garantías, cuando era obligación de la Fiscalía hacerlo por tratarse de información extraída de la base de datos de la Policía Nacional. El Fiscal y el Ministerio Público coinciden en que no hay una expectativa razonable a la intimidad, por tanto, no era necesario el control de legalidad, máxime cuando son cámaras de videos ubicadas en las calles para la vigilancia de todos los ciudadanos.
Desde ya la Sala dirá que le asiste razón al señor juez de primera instancia en decretar como pruebas los videos fílmicos de las cámaras de seguridad de la central de operaciones de la Policía Nacional, toda vez que ante ese tipo de grabaciones no se puede exigir a la Fiscalía acudir ante el juez de garantías para solicitar el control previo de la orden a Policía Judicial para obtener dichas filmaciones, ni menos aún haber acudido a un control posterior para legalizar el resultado de la información que entregó el investigador, y ello es así porque los registros de dichas cámaras de vigilancia se entienden como documentos públicos y por tanto se presumen auténticos. Al respecto la Sala Penal de la CSJ en decisión de febrero 21 de 2007, radicado 25920, expresó: 

“2.3.14 De todas maneras, que un documento privado o público se asuma auténtico, no significa que necesariamente tenga eficacia probatoria por su contenido. Su fuerza o poder demostrativo sólo podrá determinarse en concreto con el análisis que en sana crítica haga el Juez de conocimiento.

2.3.15 Las filmaciones, grabaciones de voz, álbumes fotográficos y registros de otra índole que hagan los servidores públicos en ejercicio de sus funciones, tienen el carácter de documentos públicos. Se presumen auténticos; y quien impugne su autenticidad corre con la carga de demostrar lo contrario hasta desvirtuar dicha presunción.

Los videos obtenidos con las cámaras que la Policía Nacional o los órganos de inspección, vigilancia y control colocan en sitios estratégicos son documentos públicos, que se presumen auténticos; y su debido aporte en calidad de prueba se satisface con la cadena de custodia y la acreditación.

2.3.16 Las filmaciones, grabaciones de voz, álbumes fotográficos y registros de la misma naturaleza confeccionados por terceros o personas particulares, son documentos privados y en materia de autenticidad respecto de ellos son pertinentes los comentarios anteriores.

2.3.17 Las filmaciones, grabaciones de voz, álbumes fotográficos y registros de la misma naturaleza que se utilicen o reproduzcan en “publicaciones periódicas de prensa o revistas especializadas”, también se presumen auténticos, según lo indica un entendimiento axiológico del artículo 425 del Código de Procedimiento Penal” –Negrilla y subraya de la sala-

En síntesis, no procede el control de legalidad contra los referidos videos fílmicos, como quiera que las cámaras de seguridad de la Policía Nacional que se encuentran instaladas en la vía pública son utilizadas por los gendarmes como herramientas para la inspección, vigilancia y control en la comunidad, y en casos como el que aquí se presenta no se puede predicar afectación de la expectativa razonable a la intimidad, por cuanto todo ciudadano debe ceder a ciertas restricciones de derechos individuales cuando entran en colisión con intereses públicos prevalentes como la Seguridad Pública. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA PARCIALMENTE la providencia objeto de apelación, en el sentido de admitir los videos ofrecidos por el ente acusador que contienen las grabaciones fílmicas de las cámaras de seguridad de la Policía Nacional; empero, la REVOCA en cuanto se admite el certificado que expida la autoridad Militar respecto a la autorización o no de los acusados para el porte y tenencia de armas de fuego, y el CD contentivo de la información de dos abonados telefónicos a los cuales se hace mención en el informe de noviembre 07 de 2018, que fuera suscrito por los investigadores JULIÁN ANDRÉS GONZÁLEZ y JHON FABER AMAYA VILLA, para ser presentados en juicio a favor de la teoría del caso de la Fiscalía.

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� C.S.J. casación penal del 02-11-11, radicado 36544.


� C.S.J. casación penal del 25-04-12, radicado 38542. 


� C.S.J.casación penal del 08-06-11, radicación No. 33202; y de 25-04-12, radicación 38542. 


� C.S.J.casación penal del 02-11-11, radicación 36544. 


� “Artículo 365. Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones. El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, repare o porte armas de fuego de defensa personal, municiones o explosivos, incurrirá en prisión de…”(Destaca la Sala).


� REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario de la Lengua Española. Editorial Espasa Calpe. Madrid. 2001.


� C.S.J., casación penal del 21-02-07, radicación 25.920
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